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Introducción

La recuperación de la democracia vino acompañada de una agenda pública que alentaba por igual, el fortalecimiento de la sociedad civil y la democratización del estado. Si bien los años ‘90 asistieron a un creciente activismo cívico de nuevo cuño, la discusión en torno al estado se concentró en su dimensión económica y administrativa, dejando pendiente aquella aspiración inicial que buscaba tornarlo más público y abierto. En la reforma del estado encarada en esos años el componente destructivo prevaleció sobre el creativo al tiempo que mostró un marcado desequilibrio entre las reformas pro-mercado (un estado menor y menos gastador) y aquellas otras iniciativas orientadas a institucionalizar nuevas modalidades de participación y control ciudadano. 

En un contexto dominado por la ausencia de tales innovaciones en el orden nacional y provincial, algunos municipios argentinos fueron escenario de incipientes y alentadoras experiencias de participación ciudadana impulsadas por las propias administraciones locales, coincidiendo con la revalorización del ámbito local que acompañó a la globalización. En este marco evaluaremos el proceso de innovación institucional encarado en el Municipio de Rosario (descentralización, presupuesto participativo y audiencias públicas), considerando el impacto que estas nuevas formas de participación y control han tenido en el desarrollo de la gestión municipal. 

A una década de iniciados los primeros ensayos aún no se ha realizado una evaluación sobre la forma en que la sociedad civil se ha apropiado de estas herramientas, como tampoco el modo en que la participación ciudadana ha impactado en la gestión municipal y en su estructura administrativa. Por lo tanto, estas experiencias gestadas en Rosario proporcionan un campo de análisis propicio para indagar las potencialidades que ofrecen los municipios para promover democracias de proximidad.

En el marco del Proyecto PAV-PAE: “Estado y Políticas Públicas: El Estado argentino después de los 90”, nos proponemos explorar la dinámica de los espacios de participación institucionalizados por el municipio en la última década, e indagar simultáneamente, las prácticas de participación ciudadana (cómo se apropia el ciudadano de estos espacios) y el impacto que estas nuevas formas de participación y control ejercen  sobre la gestión municipal y sus funcionarios. La suerte de estas innovaciones descansa en buena medida en un círculo virtuoso que exige un poder político comprometido con estas innovaciones, una sociedad civil activa y dispuesta a reclamar y usar estos espacios y por último, burocracias competentes y motivadas que traduzcan y sostengan esa voluntad política y social. 

La revalorización de “lo local” 

El estado-nación se encuentra hoy sometido a una doble y contradictoria presión: la que desde arriba le impone el proceso de globalización en curso, y desde abajo la demanda de proximidad procedente del nivel local. Ambas presiones, ponen a prueba la capacidad de aquel complejo institucional centralizado y verticalista –tal como fue concebido por la sociedad moderna- para ofrecer respuestas adecuadas a los nuevos desafíos que disparan dichas tendencias. Retomando una consagrada expresión de Daniel Bell, el estado–nación se ha tornado demasiado pequeño para abordar los grandes problemas de la vida y demasiado grande para los pequeños problemas de la vida. 

La magnitud de los desafíos que plantea la globalización, en ocasiones sobrepasa las posibilidades de respuesta que hoy retienen los estados. La capacidad de extorsión que concentran los mercados financieros globales –por citar sólo una de las manifestaciones del actual proceso de globalización- no mantiene relación con los recursos y capacidad de respuesta que pueden ofrecer ciertos estados aisladamente. 

Sin embargo, así como resulta pequeño frente a los desafíos que impone la globalización, resulta demasiado grande y distante frente a los pequeños problemas que preocupan cotidianamente a la ciudadanía a nivel local. Es preciso apelar a la creatividad e imaginación para repensar respuestas acordes a la escala en que se inscriben y originan estos nuevos desafíos. 

En lo que respecta a la presión proveniente de la globalización ella genera según Habermas (2000a), un “déficit de legitimación democrática” pues muchas decisiones cruciales que afectan nuestras vidas –y en algunos casos seguirán condicionando a las futuras generaciones- escapan a nuestro control y son sustraídas de los ámbitos de formación de la voluntad democrática.
 
Por su parte, la demanda proveniente del nivel local, expresa un impulso que permitiría promover una mejor sintonía entre las necesidades y reclamos de los ciudadanos y las instancias decisorias a nivel municipal. Por cierto, el nivel local ofrece una cercanía que por razones de escala geográfica y demográfica resulta impensable en el nivel nacional y difícil de imaginar en el orden global. 

Asistimos a un proceso que parece conducir hacia una doble revalorización de lo local, por un lado entendido como un ámbito para hallar nuevas respuestas al problema del desarrollo en el marco de la globalización
 y como una escala humana que favorece una mayor proximidad para las prácticas democráticas.

Esta nueva configuración espacial que emerge de la globalización y configura un espacio único y múltiples territorios (Madoery, 2000), reintroduce en la escena a “lo local” en tanto factor de identidad socio–cultural, escenario de compromiso y renovada escala de desarrollo. 
Aunque en la bibliografía disponible sobre la problemática local tiende a prevalecer aquella que destaca su relevancia para hallar nuevas posibilidades y modelos de desarrollo, no son pocos los estudios que, desde una perspectiva política, comienzan a resaltar el renovado papel que adquieren las ciudades en la búsqueda de respuestas -desde la gestión local- a los problemas de nuestras democracias. 

El proceso de reforma estructural del estado
La metamorfosis sufrida por el estado-nación -en tanto entidad política territorial por excelencia de la modernidad- no se explica únicamente por los efectos de la globalización. De manera particular en nuestra región, los procesos de reforma estructural del estado contribuyeron de manera decisiva a la reformulación de su rol y a erosionar su capacidad para actuar como instancia de coordinación social. 

En la década del noventa en Argentina -en sintonía con otras experiencias de nuestra región-, se profundizó la adhesión a diagnósticos que centraban el origen de sus problemas en el “gigantismo”, “corrupción” e “ineficiencia” estatal. El recetario que derivó de ese diagnóstico descansaba en una fórmula simplista pero no por ello menos efectiva: “cuanto menos estado mejor”. Se inicia entonces una reducción generalizada del aparato estatal que no sólo representó un cambio de matriz socio-económica –de una matriz estado-céntrica se pasó a otra mercado-céntrica- sino también una redistribución territorial de responsabilidades en la formulación y ejecución de las políticas públicas. 

Si bien ese proceso fue presentado ampulosamente como una reforma del estado, en los hechos se trató de una reducción indiscriminada del aparato estatal confiando que de un estado menor resultaría un estado mejor (Oszlak, 1999; Quiroga, 1995). En suma, estas ideas se tradujeron en una agenda de reformas que produjo una gigantesca transferencia de patrimonio y herramientas de regulación estatal al mercado, apelando a la desregulación, la privatización, la descentralización de funciones y la tercerización de servicios.
 

Este proceso significó un corrimiento de las fronteras entre el estado y el mercado y una profunda metamorfosis en la fisonomía, dominio funcional y papel del estado frente a la sociedad (Oszlak, 1999).
 

Esta metamorfosis del estado puso tempranamente en evidencia que un régimen democrático descansa sobre la estructura del estado y que un estado menor no promueve necesariamente una democracia mejor. La concentración de recursos y mecanismos de regulación en sectores privados, marchó en paralelo con la emergencia de estilos decisorios que empobrecieron los contenidos institucionales de la democracia conquistada.
 

Transcurridas dos décadas de vigencia democrática subsiste la tarea de pensar qué estado requiere nuestra democracia, aceptando que cualquier idea de reforma resultará estrecha e insuficiente si no ofrece además, respuesta satisfactoria a este interrogante. 

Es cierto que la aspiración a democratizar el estado en los comienzos de la transición democrática instaló tempranamente una visión más amplia de la “reforma del estado” que sugería que la democratización en curso también debía comprender al estado, tornándolo más público y más abierto a la participación y el control ciudadano (Portantiero, 1984; Cardoso, 1984). Esa  demanda gestada en los albores de las nuevas democracias pronto resultó postergada cuando los problemas comenzaron a diagnosticarse en clave neoliberal, bajo la promesa de que un “estado menor” permitiría edificar mercados, sociedades y democracias más fuertes. 

Aunque es inocultable que ese estado contenía fallas que abonaron el terreno para la adopción de tan severo recetario, nuevas falencias fueron tornándose evidentes en el desempeño del mercado, disparando una pronta revalorización del estado incluso entre los mismos actores que en los años previos habían alentado su desmonte.
 

La renovada expectativa en la democracia local 

Frente a la crisis de centralidad y competencias del estado–nación y en un contexto  de renovado protagonismo del espacio local, algunas voces advierten en estas experiencias locales nuevas tendencias que reaniman el proceso de construcción democrática desde abajo. 

Lo local, considerado en su doble dimensión de espacio físico y político, se constituye así en una nueva escala de referencia para pensar lo político. La proximidad política que provee en tanto primera instancia de agregación de individuos, lo convierte en el lugar en donde todas las contradicciones económicas, sociales y políticas se encuentran presentes. 

De esta manera, es posible reconocer en esta escala un elemento sustancial para pensar las posibilidades de construir una transición entre la modernidad caracterizada por un estado central que organiza social y económicamente a las sociedades y los nuevos escenarios característicos de la globalización (Jouve, 2004). Las ciudades nos ofrecen así un terreno para explorar novedosas formas de participación ciudadana confiando en que contribuyan al ansiado retorno de los ciudadanos a los problemas públicos. Ellas parecen convertirse en escenario de nuevas formas de articulación entre la esfera pública y la esfera privada, entre el estado y la sociedad civil. Aunque es preciso evaluar las ventajas comparativas que contiene la escala local como fuente de innovación institucional, también debemos recordar que los déficit de la democracia no responden solamente a una cuestión de escala demográfica o espacial, lo que exige mantener ciertos recaudos frente a la tentación de idealizar lo pequeño como garantía de mayor participación y libre debate democrático. Sin dudas, un análisis de caso nos permitirá aportar algunas evidencias que contribuyan a precisar sus límites y potencialidades. 

La experiencia Rosario

En la experiencia democrática argentina han sido escasos los avances registrados en materia de innovación institucional en las esferas provinciales y nacionales, con excepción de algunos institutos de participación promovidos por la Constitución de 1994 en el orden nacional (iniciativa y consulta popular, plebiscito y referéndum) y/o organismos de control de gestión (Auditoria General de la Nación, Sindicatura General de la Nación, Oficina Anticorrupción, Consejo de la Magistratura, Defensoría del Pueblo). 

En contraste con este rezago nacional y provincial, en los últimos años algunas administraciones locales impulsaron alentadoras experiencias de promoción e incentivo de la participación ciudadana. En este sentido, uno de los casos más significativos lo constituye la ciudad de Rosario, en parte por la magnitud de los programas que se ejecutaron en la última década y porque en alguna medida los mismos otorgaron a la gestión de la ciudad un rasgo distintivo y diferenciador a partir del cual Rosario se reposicionó, entre otros aspectos, en el orden nacional e internacional. Tanto el proceso de descentralización iniciado en 1996, como las experiencias más recientes de presupuesto participativo y audiencias públicas, muestran al gobierno municipal como una unidad de gestión que promueve la vinculación directa y activa de la ciudadanía.

Aún con las limitaciones propias de no contar con autonomía municipal
, por iniciativa casi exclusiva del estado municipal se avanzó desde 1996 en un proceso de modernización del aparato estatal gradual y sistemático sobre la base de cinco ejes rectores: descentralización, entendida como la distribución de poder hacia nuevos actores y el ensanchamiento de la base democrática del gobierno a partir de una mayor cercanía con los vecinos en el accionar cotidiano; participación, en función de la creación de condiciones que favorezcan la intervención de los vecinos en la planificación, la ejecución y el control de las acciones de gobierno; transparencia, en tanto información de las acciones de la gestión y el acceso del público a planes y presupuestos; interrelación, promoviendo la coordinación funcional de las Secretarías del Departamento Ejecutivo Municipal, el desarrollo de una red informática que une todos los edificios municipales y bases de datos centralizadas con accesos remotos; y capacitación, mediante el perfeccionamiento de agentes y funcionarios municipales con el objetivo de que los mismo puedan sustanciar correctamente los anteriores.  

Este Programa, creado mediante Decreto Nº 0028 del 5 de enero de 1996, fue calificado por el intendente Hermes Binner como "...el proceso de transformación de la administración del municipio más profundo de las últimas décadas” que tiene como objetivo impulsar “la transformación de las estructuras administrativas municipales, en el marco de una estrategia de desarrollo urbano, político y económico integral para la ciudad”. La modernización de la estructura municipal significó para las autoridades de la ciudad la posibilidad de "...acercar, simplificar y hacer más transparente las acciones del municipio, y en consecuencia, ser capaces de percibir y responder las nuevas demandas ciudadanas con servicios más eficientes y con una distribución de los recursos más equitativa. 

A partir de una lectura que reconocía en el reclamo ciudadano la exigencia de cambiar una estructura municipal a la que se juzgaba sobredimensionada, cara y poco eficaz en sus resultados, se impulsó la transformación de la administración municipal, priorizando aquellas áreas definidas como de interés estratégico, esto es, por un lado, las de alto impacto en atención al público y, por el otro, las vinculadas a los nuevos proyectos de gestión. 

En el marco de este proceso, consideramos necesario realizar una primera aproximación en torno al Programa de Descentralización Municipal, el Presupuesto Participativo y las Audiencias Públicas, como iniciativas más representativas de un conjunto de innovaciones institucionales introducidas en forma paulatina por el gobierno municipal desde hace una década. 
a-el proceso de descentralización municipal

La política de descentralización se sustentó “…por un lado, en un aspecto ideológico-conceptual: generar un gobierno más cercano y participativo. Por otro, en la necesidad de diseñar un nuevo modelo de desarrollo para la ciudad, más democrático y armónico, capaz de superar los desequilibrios producidos a lo largo de su historia." De esta manera, la descentralización se percibió como “la integración de cada unos de los sectores de la ciudad (distritos) en un todo (la ciudad), mediante la corrección de los grandes desequilibrios imperantes entre los mismos, para impulsar el desarrollo en su conjunto" (Ghirardi, 2000). 
Según documentos oficiales
, la puesta en práctica del Programa de Descentralización abarcó los siguientes aspectos:

Reorganización administrativa; estableciendo un Centro Municipal en cada distrito descentralizado, para lo que se delimitaron los distritos, las funciones y servicios a descentralizar y la capacitación y derivación del personal involucrado.

Redefinición de las políticas públicas; precisando los lineamientos a seguir en cada distrito para impulsar los procesos de cambio y estableciendo el rol que cada uno de ellos debe cumplir en la estructura urbana.

Definición de un nuevo modelo de gestión; que prioriza cada uno de estos minimunicipios como nivel más cercano a los ciudadanos, impulsando espacios y canales de participación ciudadana, incorporando a la sociedad en los procesos de planificación, evaluación, control de gestión y toma de decisión, coordinando la gestión de las distintas áreas, la informatización de los procesos y la capacitación de los agentes municipales para que estén en condiciones de brindar una mejor y más eficiente atención al vecino.

A partir del diagnóstico realizado por un estudio interdisciplinario, durante 1996 se trabajó básicamente en la delimitación de los distritos descentralizados
 tarea indispensable para la puesta en práctica del Programa. De ello resultó la división de la ciudad en seis distritos (Centro, Oeste, Sudoeste, Noroeste, Norte y Sur), definidos de acuerdo a condicionantes históricos, físico-formativos, socio-institucionales y económicos, cada uno de los cuales contaría con un Centro Municipal de Distrito (CMD).

Con la delimitación de distritos, en tanto soporte físico del Programa de Descentralización Municipal, se contó con una base común para reordenar las políticas urbanas y sustentar un nuevo modelo de administración y gestión para el municipio. Se diseñó luego la desconcentración de las áreas operativas del municipio, esto es, las vinculadas a las obras y servicios públicos que habían tenido hasta ese momento un funcionamiento centralizado. Esto se logra con la implementación de las Áreas de Servicios Urbanos (ASU), organismos descentralizados que prestan una serie de servicios de mantenimiento urbano de pequeña y mediana escala a través del trabajo conjunto y coordinado de las Secretarías de Gobierno, Obras Públicas y Servicios Públicos. Las ASU han sido la primera referencia concreta que los vecinos de Rosario han tenido del proceso de descentralización. A partir de su funcionamiento se han acortado los tiempos de respuesta y para una gran diversidad de reclamos se ha logrado sustituir el expediente como único medio de contacto del vecino con la administración.

La etapa posterior fue la puesta en marcha de los Centros Municipales de Distrito (CMD), a los cuales la administración municipal calificó como la nueva cara de la gestión municipal. Los Centros Municipales de Distrito (CMD) se conciben como espacios comunitarios donde se desarrollan una multiplicidad de programas y actividades. En cada uno de ellos funciona un Área de Servicios Administrativos -con oficinas de Atención al Vecino, Mesa General de Entradas, Catastro y Obras Particulares, Registración e Inspección, Tránsito y Tribunal de Faltas, y Finanzas-; un Área de Desarrollo Urbano -que representa a las Secretarías de Planeamiento, Obras Públicas y Servicios Públicos, incluyendo una oficina especial para el Servicio Público de la Vivienda- y otra Área de Servicios Socio Culturales y de Salud. Además de las tareas vinculadas a la gestión municipal, se incorporaron en los CMD sucursales del Banco Municipal, Registro Civil, Administración Provincial de Impuestos, Empresa Provincial de la Energía, Aguas Provinciales y Litoral Gas.

Además de ser concebidos como espacios para la resolución de trámites de tipo administrativo, los centros promueven la participación ciudadana en tanto operan como “lugares de encuentro y debate de las organizaciones y entidades barriales” con el objetivo de “canalizar las múltiples inquietudes de las vecinas y los vecinos interesados en el desarrollo de cada sector de la ciudad”.

Hoy se encuentran funcionando plenamente cinco de los seis centros proyectados:  Distrito Norte "Villa Hortensia", Distrito Oeste "Felipe Moré",  Distrito Sur "Rosa Ziperovich", Distrito Centro "Antonio Berni" y Distrito Noroeste "Olga y Leticia Cossettini".  

Consideramos importante la implementación de los CMD en el sentido de que aquello que en primera instancia se manifestó como una desconcentración de tareas administrativas que sin dudas dinamizó las tareas del estado municipal y garantizó una presencia mas directa de éste frente al vecino, con el tiempo se constituyó en el soporte físico para una paulatina  descentralización de la toma de decisiones. 

b-el presupuesto participativo

La decisión de comenzar a implementar el Presupuesto Participativo (PP)
 en la ciudad de Rosario, iniciativa que retoma la difundida experiencia brasileña originada en Porto Alegre, se aceleró en parte como consecuencia de la situación emergente de diciembre de 2001, impulsándose su instrumentación en el mes de mayo de 2002 a partir de la Ordenanza 7326/02. En la misma se establece "...el sistema de Presupuesto Participativo que regirá en la Municipalidad de Rosario" (Art. 1º), al cual se define como "...una forma de gestión del presupuesto, en la cual la población de la ciudad, a través del desarrollo de jornadas participativas, debate acerca de las prioridades presupuestarias por áreas temáticas”.

El Presupuesto Participativo es concebido como un proceso "colectivo, dinámico y continuo", de carácter incremental y sujeto a ajustes derivados del intercambio resultante de la interacción entre los actores involucrados, cuyo fin es arribar a una propuesta presupuestaria concertada entre los mismos. 
La participación ciudadana no excede la etapa de definición de prioridades, las que son indicativas y asumidas de manera no vinculante por las distintas áreas del Departamento Ejecutivo Municipal (DEM). Este carácter no vinculante de las prioridades definidas por los ciudadanos respecto de los anteproyectos de presupuesto de cada jurisdicción del DEM, estableció límites concretos para la incorporación al presupuesto de las demandas emergentes de las instancias participativas.

El PP ha mantenido su principio organizativo original de asambleas territoriales de primer nivel (barrial) en las que se presentan demandas y se eligen consejeros y de segundo nivel (distritales) en las que los consejeros trabajan junto a funcionarios municipales durante tres meses con las demandas y las transforman eventualmente en proyectos de inversión pública. Los proyectos se integran luego a la propuesta del presupuesto municipal que el Poder Ejecutivo presenta para su discusión y aprobación en el Concejo Municipal en el último trimestre de cada año. 

De las asambleas convocadas en primera instancia a los efectos de la discusión del presupuesto, participan vecinos, ciudadanos independientes y representantes de diversas organizaciones políticas y sociales con una fuerte presencia de las organizaciones de la Sociedad Civil de base territorial, mientras que en las asambleas distritales –los consejeros- hay una presencia proporcionalmente mayor de representantes de organizaciones de la Sociedad Civil, lo que se traduce en la participación de actores con mayor grado de información, educación participativa y experiencia en constituir redes de acción.

En marzo de 2005, luego de una experiencia piloto, se incorpora al Programa de Presupuesto Participativo un capítulo Joven, impulsado por el Centro de la Juventud de la ciudad, destinado a la participación de jóvenes entre 13 y 18 años, contando con presupuesto municipal de alrededor de $40.000 por distrito para la ejecución de obras y proyectos vinculados a la problemática juvenil. La evaluación de esta experiencia por parte de las autoridades municipales es altamente positiva, por lo que se reiteró en 2006 en donde participaron del proceso alrededor de 1000 jóvenes de la ciudad, según registros oficiales.

En este sentido, la cantidad de ciudadanos que participan en el PP en todas las instancias manifiesta una sostenida y creciente evolución, al tiempo que con el correr de los años la experiencia adquirió un grado mayor de institucionalidad. En efecto, 1000 rosarinos formaron parte de la primera experiencia mientras que más de 8000 ciudadanos participaron de la definición de prioridades presupuestarias para el año 2007. En total, según estimaciones de funcionarios municipales, alrededor de 30000 personas participaron de manera directa del programa desde su implementación.

Quienes participaron de la elección para definir el orden de prioridades para la asignación de recursos para el año 2007 en la jornada realizada el 5 de Octubre de 2006, utilizaron por primera vez el voto electrónico como herramienta de elección en los diferentes distritos. Un total de 8.529 ciudadanos decidieron con su participación los proyectos a incluir en el Presupuesto Municipal con una asignación presupuestaria de alrededor de $ 27.000.000. La implementación de esta experiencia de voto electrónico fue difundida por el Ejecutivo Municipal como una instancia de profundización del proceso de participación ciudadana, en tanto que la misma aporta agilidad y transparencia a la elección.

De los proyectos y prioridades votados por los rosarinos en 2004 y 2005, un 95 % ya fue ejecutado por el Ejecutivo municipal, mientras que de los proyectos definidos en 2006 se ejecutó hasta el momento cerca del 70 %.  

Lo que ha crecido también con el correr de los años es el porcentaje de incidencia sobre el que participa y discute la ciudadanía dentro del presupuesto global del municipio, estableciéndose en la actualidad alrededor del 15% de los recursos municipales, si se tienen en cuenta aquellos que pueden ser afectados por decisiones de política presupuestaria.
 

c-audiencias públicas

En términos de su utilización, el más reciente de este tipo de mecanismos implementados en la ciudad de Rosario es la Audiencia Pública. Esta herramienta de participación, que en el municipio reguló la ordenanza Nº 7040/00, se sustenta en los principios de publicidad de los actos de gobierno, transparencia en la gestión pública y participación de la ciudadanía. Se trata de una instancia de participación en la toma de decisiones en la que pueden intervenir todos quienes tengan un interés particular en el tema que se debate.

En su faz operativa, la audiencia pública permite a las autoridades contar con distintos puntos de vista que pueden enriquecer, tensionar o reemplazar la perspectiva oficial sobre un determinado proyecto. De todos modos, las opiniones recogidas en una Audiencia pública son de carácter consultivo y no vinculante, aunque quien tiene la responsabilidad de avanzar en el proceso de toma de decisiones, se compromete a fundar su posición final sobre la base de las opiniones recogidas. 

En función de lo dispuesto por la ordenanza municipal, la Audiencia Pública puede convocarse a los efectos de discutir básicamente en torno a dos grandes ejes, esto es, “en el ámbito legislativo, el control del respeto a los derechos y garantías de los ciudadanos y, en el ámbito administrativo, el control de la forma en que se planifica, adjudica y ejecuta la prestación de servicios públicos”
, aunque mas allá de las fronteras que establecen estos temas, se considera saludable en términos democráticos que toda vez que el Ejecutivo municipal desee consultar la opinión de los ciudadanos pueda hacerlo.

Si bien el estado municipal es quien convoca a la Audiencia, la ciudadanía o bien Organizaciones de la Sociedad Civil también pueden hacerlo a los efectos de proponer al estado determinadas medidas, solicitar informes y explicaciones a las autoridades estatales o tratar temas de interés general.

Desde su aprobación en el año 2000, el Concejo Municipal de la ciudad fue quien casi con exclusividad convocó en reiteradas oportunidades a audiencias públicas para tratar temas relevantes para los vecinos de la ciudad. En este caso, el municipio recién incorpora en la planificación de la gestión municipal a la audiencia como mecanismo de consulta en el año 2006, a partir de la convocatoria a la primera audiencia sobre servicios públicos, de la que participaron vecinos, consejeros de distritos, actuales y futuros oferentes, profesionales y organismos académicos y técnicos.

Un breve repaso de las experiencias realizadas desde esa fecha hasta hoy, revela que cuando el municipio es quien impulsa la convocatoria se garantiza un grado mayor de participación tanto en términos cuantitativos como cualitativos. Una clara manifestación de lo antedicho, es la convocatoria que en el mes de mayo del presente año se realizó a los efectos de discutir la reforma del Código Urbano de la Ciudad, audiencia que contó con una fuerte participación de vecinos y organizaciones profesionales y de la Sociedad Civil y constituyó, al menos hasta hoy, el punto más alto en cuanto a la utilización de este mecanismo.

Algunas conclusiones

Como señala acertadamente Przeworski (1998), durante los últimos doscientos años hemos pensado poco sobre el diseño institucional de la democracia: “Desde la gran explosión del pensamiento institucional, cuando las actuales instituciones democráticas fueron inventadas –y realmente fueron inventadas- casi no ha habido creatividad institucional (...) Por lo tanto, queda mucho espacio para la creatividad institucional”.

En el marco de ese estancamiento, las innovaciones institucionales originadas en el plano local tal vez tengan algo para enseñarnos pues representan un intento por recrear el vínculo entre representantes y representados y por generar nuevas modalidades de participación y control ciudadano. 

Por cierto, el nivel local constituye un terreno propicio, pues garantiza una cercanía que resulta impensable a escala provincial o nacional, posibilitando una mejor sintonía entre las demandas de los ciudadanos y las instancias decisorias y mayores chances de control y seguimiento de las decisiones. 

Sin embargo, es preciso reconocer que la crisis de representación que aqueja a nuestras democracias y que constituye una de sus principales fuentes de malestar, no se resuelve mágicamente apelando a escalas menores. La proximidad que contiene lo local puede favorecer una mayor democraticidad de las prácticas pero también constituye en muchas ocasiones, un refugio para reproducir relaciones jerárquicas y de patronazgo, que potencia los intercambios particularistas, poco compatibles con aquella imagen idealizada. Una sociedad con escasa tradición participativa, una trama asociativa débil y una arraigada cultura delegativa, no asegura una mejor democracia por el mero hecho de asentarse en una comunidad pequeña. 

Bajo ciertas condiciones –en especial cuando se conjugan una sociedad civil activa y una gestión local abierta a la participación y a la descentralización de poder-, las escalas pueden contribuir a una mejor proximidad entre representantes y representados. Como señala O’Donnell,
 la construcción de un mejor estado, de un estado más “ancho” que se encuentre realmente dispuesto a abrirse a las voces, identidades y demandas de todos los sectores sociales, requiere para su concreción de “una sociedad que lo demande, de un poder político comprometido en esa tarea y de burocracias capaces y motivadas para llevarlo a cabo”. 

Por tanto, el interrogante acerca de cómo reconstruir con mayores facilidades y herramientas un estado democrático no remite sólo al lugar desde donde impulsar ese proceso, sino que debe incorporar necesariamente preguntas en relación a cómo impulsar esta tarea y con qué tipo de actores es posible realizarla.

En consecuencia, la experiencia desarrollada en el caso Rosario nos ofrece un laboratorio fértil para indagar cuales son las fronteras que demarcan las posibilidades de desarrollo de los municipios en términos de “democracias de proximidad”. 

Un esfuerzo orientado a repensar la reforma del estado desde un registro más amplio que nos permita entenderla también como parte de la construcción democrática, exigirá al mismo tiempo explorar con mayor detenimiento la dinámica de desarrollo y evolución de los mecanismos democráticos de participación y el ejercicio activo de la ciudadanía en el Municipio de Rosario y evaluar de manera sistemática y profunda la forma en que la sociedad civil se apropia de éstas nuevas herramientas tanto como el modo en que la participación ciudadana ha impactado en la gestión municipal en su conjunto.
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� En otro texto Habermas (2000b:105-106) señalaba que “el Estado territorial, la nación y una economía circunscripta a unas fronteras nacionales formaron una constelación histórica en la cual el proceso democrático pudo adoptar una convincente forma institucional. Esta constelación está siendo puesta en cuestión por la globalización”.


� Véase Arocena, 1997; Boisier, 1998 y Madoery, 2000.


� Véase Oszlak (1999). 


� Numerosos autores han destacado con acierto que la referencia a un estado mínimo no conlleva intrínsecamente una connotación negativa, puesto que reducir el aparato estatal no implica admitir la idea de una renuncia a sus principales funciones. Para el caso Argentino, numerosos estudios dan cuenta de que el difundido proceso de achicamiento en realidad no fue total, si no que se trató en realidad de la delegación o resignación de funciones del estado nacional frente al mercado y otras esferas de la administración pública, por lo que resulta más apropiado referirnos a la ausencia de estado, en tanto que este resigna muchas de sus funciones básicas.


� Véase Iazzetta (2000).


� Véase al respecto el Informe del Banco Mundial de 1997 (El Estado en un mundo en transformación). Dicho informe traduce cierta revalorización del estado e instala en la agenda la idea de “reconstruirlo” tras haberlo sometido a una reducción indiscriminada. El informe ahora reclamaba estados con capacidad de gestión, bajo la idea de que habíamos pasado de un estado hipertrofiado a uno raquítico, sin capacidad de intervención y regulación para sostener y apoyar el desarrollo económico. Se intentaba así con la llamada segunda generación de reformas, instrumentar al interior del estado transformaciones que restablecieran cierta capacidad de maniobra, centrando el eje de discusión no tanto en el tamaño del estado si no en su calidad. 


� La información que incluye el presente apartado proviene de declaraciones de autoridades municipales, de la legislación vigente, de los medios periodísticos locales y datos obtenidos en la página web del municipio de Rosario.


� Como consecuencia de la mora en ajustar su Constitución provincial a la nueva Constitución Nacional reformada en 1994, en Santa Fe aún no está reconocido el principio de autonomía municipal que ya rige en otras jurisdicciones. Por consiguiente, es la Provincia, a través del Poder Ejecutivo y Legislativo, la que a partir de decretos de carácter electoral (para el caso de la Ley electoral) o de la modificación de la Ley Orgánica de Municipios, aún retiene competencias sobre algunas áreas que, de acuerdo a lo que establece la Constitución Nacional, podrían transferirse a los municipios. 


� Véase Ghirardi (2000).


� Con anterioridad a 1996, la Municipalidad funcionaba con doce delimitaciones territoriales distintas.


� Un antecedente del PP (Presupuesto Participativo) se puede encontrar en la Propuesta de Plan Urbano Participativo que el Municipio impulsó en 1998 con el objetivo de concertar Planes Urbanos por distrito en el marco de un Plan general para la ciudad, actividad que se realizó nuevamente en el año 2000.


� Para un análisis comparado de las experiencias de presupuesto participativo véase Robin y Velut (2005). 


� Véase al respecto el informe elaborado por la Fundación Ejercicio Ciudadano Rosario.


� En un sentido similar, Vallespín (2000) nos recuerda “que en la época de la tan cacareada innovación –tecnológica, financiera, productiva, empresarial, de estilos de vida, etc. – la política, para bien o para mal, se esta quedando al margen”, por lo que resulta necesario al menos realizar un esfuerzo por “re-comprender todo”, esto es, afrontar un problema de ajuste conceptual, “aprender a elaborar categorías novedosas que permitan reinterpretar las instituciones tradicionales y adaptarlas, por tanto, a las nuevas transformaciones.”


� Véase la entrevista efectuada por Fabián Bosoer “Tenemos democracias políticas, pero nos falta un Estado democrático”, Clarín (10/07/07).





